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1. Introducción

El avance de las tecnologías digitales ha impactado de manera significa-
tiva en el funcionamiento de la Administración pública en diversos países, 
incluido Brasil. La emergencia y expansión del uso de la inteligencia arti-
ficial (en adelante, IA) en la formulación, implementación y ejecución de 
políticas públicas ponen de relieve nuevos desafíos normativos, institucio-
nales y sociales. Si bien estas herramientas ofrecen un potencial inédito de 
eficiencia, celeridad y racionalización de la gestión pública, también susci-
tan riesgos relacionados con la opacidad decisoria, la protección de los de-
rechos fundamentales y la redefinición de las responsabilidades jurídicas. 
En este escenario, el derecho administrativo —estructurado mayormente 
en torno a principios clásicos como legalidad, publicidad, moralidad, efi-
ciencia y proporcionalidad— necesita dialogar con la complejidad de la 
era algorítmica.

El tema central de este estudio es el análisis de los límites y posibilida-
des del uso de la IA para la toma de decisiones administrativas en Brasil, 
con enfoque en los marcos normativos existentes, en las prácticas admi-
nistrativas ya implementadas y en las garantías institucionales necesarias 
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para asegurar transparencia, participación social y protección de los dere-
chos fundamentales. La delimitación del tema se concentra en el examen 
de la actividad algorítmica de la Administración pública brasileña, consi-
derando tanto experiencias normativas e institucionales internas como in-
fluencias del derecho comparado y de organismos internacionales.

El problema de investigación puede formularse del siguiente modo: 
¿en qué medida el ordenamiento jurídico-administrativo brasileño es ca-
paz de ofrecer bases normativas, salvaguardas procedimentales e instru-
mentos de responsabilidad adecuados para lidiar con el uso de sistemas 
de IA en la toma de decisiones administrativas, garantizando eficiencia sin 
comprometer los derechos fundamentales?

La hipótesis que orienta la investigación parte de la premisa de que 
los marcos regulatorios y principios ya existentes en el derecho brasile-
ño, aunque relevantes, resultan insuficientes frente a la complejidad de 
la actividad algorítmica, lo que demanda tanto la creación de nuevos ins-
trumentos normativos como el refuerzo de las prácticas de gobernanza, 
transparencia y control social.

La justificación para la elección del tema radica en su actualidad y re-
levancia. Brasil, al tiempo que se inserta en un movimiento global de incor-
poración de la IA en el sector público, enfrenta una coyuntura en la que las 
decisiones automatizadas ya impactan de manera concreta sobre la vida 
de los ciudadanos —sea en la concesión de beneficios previsionales, en la 
fiscalización tributaria, en la regulación de políticas de salud o en la ges-
tión de contratos públicos—. La ausencia de una regulación consolidada y 
la carencia de salvaguardas adecuadas pueden ampliar vulnerabilidades 
sociales, comprometer derechos fundamentales y debilitar la legitimidad 
democrática de la acción estatal.

El objetivo general consiste en analizar el marco jurídico, la práctica 
administrativa y los mecanismos de control relacionados con el uso de la 
IA en la Administración pública brasileña, con miras a identificar sus lími-
tes, potencialidades y propuestas de perfeccionamiento institucional.

De él se derivan los siguientes objetivos específicos, directamente ar-
ticulados con los ejes de la investigación: (1) examinar el marco regulato-
rio habilitante del uso de la IA en la toma de decisiones administrativas, 
destacando sus límites y posibilidades; (2) analizar la situación actual de 
la utilización de la IA por el sector público brasileño, considerando gra-
do de implementación, formas de adquisición, capacitación de servidores 
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y mecanismos de control administrativo; (3) evaluar los impactos del uso 
de la IA en los derechos de participación de las partes interesadas y en 
la transparencia de la actividad administrativa; (4) investigar las garantías 
procesales existentes y necesarias para limitar y orientar la adopción de 
actos administrativos algorítmicos, identificando salvaguardas y vacíos; (5) 
examinar el papel del control judicial en la revisión de las decisiones ad-
ministrativas automatizadas, así como los desafíos que se presentan a los 
magistrados en el ejercicio de dicho control; (6) analizar la responsabilidad 
de las Administraciones públicas por daños derivados del uso de la IA, con-
siderando la naturaleza y el alcance de las responsabilidades y el riesgo de 
avance de la llamada “administración defensiva”; y (7) formular propuestas 
de perfeccionamiento normativo e institucional para fortalecer la gober-
nanza algorítmica, equilibrando innovación tecnológica y protección de 
los derechos fundamentales.

Desde el punto de vista metodológico, la investigación adopta el mé-
todo de abordaje deductivo, partiendo de conceptos generales de dere-
cho administrativo y de teorías sobre IA para analizar casos concretos y 
experiencias brasileñas. El método de procedimiento es hermenéutico, lo 
que permite interpretar los marcos jurídicos e institucionales a la luz de la 
realidad social y tecnológica contemporánea. Como técnica de investiga-
ción, se emplea la investigación bibliográfica mediante documentación 
indirecta, basada en doctrina especializada, legislación, jurisprudencia e 
informes institucionales nacionales e internacionales.

De este modo estructurado, el estudio pretende ofrecer no solo un 
análisis diagnóstico, sino también contribuciones críticas y propositivas 
para el debate sobre el papel de la IA en la Administración pública brasi-
leña, reforzando la necesidad de equilibrar innovación tecnológica, pro-
tección de derechos y fortalecimiento de la legitimidad democrática de la 
acción estatal.

2.  �Marco normativo habilitante para el uso de inteligencia artificial en
la toma de decisiones administrativas: límites y posibilidades

La Constitución Federal de 1988 no prevé de forma expresa la utilización 
de decisiones algorítmicas por parte de la Administración pública. No 
obstante, establece principios estructurantes como legalidad, publicidad, 
moralidad, eficiencia e impersonalidad (art. 37), los cuales deben orientar 
cualquier proceso de adopción de nuevas tecnologías por el poder público 
(Brasil, 1988).
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En el plano infraconstitucional, se destaca la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales (Ley n.º 13.709/2018 – LGPD), que, en su art. 20, 
asegura a los ciudadanos el derecho a la revisión de decisiones automa-
tizadas que afecten derechos e intereses individuales, incluidas aquellas 
adoptadas por la Administración. A su vez, la Ley n.º 9.784/1999, que regula 
el proceso administrativo federal, exige la motivación de los actos adminis-
trativos, lo que puede representar un desafío para el uso de sistemas algo-
rítmicos sin mecanismos adecuados de explicabilidad (Brasil, 1999; Brasil, 
2018). Pese a estas previsiones, todavía no existe una reglamentación espe-
cífica sobre la adopción de la IA en la toma de decisiones administrativas, 
lo que crea vacíos en términos de transparencia, rendición de cuentas y 
seguridad jurídica.

Aunque no exista un marco supranacional vinculante que regule di-
rectamente el uso de decisiones algorítmicas en Brasil, diversas directri-
ces internacionales han servido de referencia. Entre ellas destacan las Re-
comendaciones de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE, 2019), que enfatizan la transparencia y la supervisión 
humana en el uso de la IA por el sector público; los Principios de la UNESCO 
sobre la Ética de la Inteligencia Artificial (UNESCO, 2021), que subrayan la 
importancia de la responsabilidad y la justicia algorítmica; y el Reglamento 
Europeo de Inteligencia Artificial (AI Act), aprobado en 2024, que propone 
estándares más rigurosos para el uso de sistemas de IA en actividades ad-
ministrativas (European Union, 2024). Si bien Brasil no está formalmente 
vinculado a estos instrumentos, influyen igualmente en el debate nacional, 
incluso en el ámbito del Proyecto de Ley n.º 2.338/2023, que busca estable-
cer el Marco Legal de la Inteligencia Artificial.

El principio de legalidad, previsto en la Constitución, refuerza la ne-
cesidad de previsión normativa para que la Administración pública pueda 
valerse de sistemas de IA en la toma de decisiones (Brasil, 1988). Aunque 
la IA sea un instrumento subordinado a la decisión humana, su aplicación 
puede impactar directamente sobre derechos fundamentales, como la 
amplia defensa y el contradictorio. La ausencia de directrices claras aca-
rrea riesgos de sesgo algorítmico, falta de transparencia y fragilidades en 
la accountability estatal.

En el estado actual, la legislación brasileña no prohíbe el uso de IA por 
el sector público, pero tampoco establece un marco regulatorio propio. 
Los sistemas automatizados deben respetar, por tanto, la LGPD, la Ley de 
Acceso a la Información (Ley n.º 12.527/2011 – LAI) y los principios adminis-
trativos constitucionales. En este sentido, merece destacarse la Resolución 
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aprobada en febrero de 2025 por el Consejo Nacional de Justicia (CNJ), que 
actualizó la Resolución CNJ n.º 332/2020, estableciendo directrices para el 
uso responsable de la IA en el Poder Judicial, en consonancia con la pro-
tección de los derechos fundamentales (CNJ, 2025).

A ello se suma el Proyecto de Ley n.º 21/2020, en tramitación en el 
Congreso Nacional, orientado a la reglamentación del uso de IA en la Ad-
ministración pública. Paralelamente, diversos órganos ya vienen adoptan-
do iniciativas propias, como el Tribunal de Cuentas de la Unión (TCU), con 
herramientas destinadas a la fiscalización de contratos; la Receita Federal, 
con análisis tributarios automatizados; y el Sistema Electrónico de Ejecu-
ción Unificado (SEEU), empleado por el Poder Judicial en la gestión de 
ejecuciones penales (TCU, 2024a). Sin embargo, la ausencia de reglamen-
tación específica continúa siendo fuente de inseguridad jurídica y de ries-
gos de opacidad decisoria.

En la práctica, la Administración pública brasileña ha empleado sis-
temas automatizados sobre todo para actos reglados, como la emisión de 
certificaciones, licencias, y la concesión de prestaciones previsionales. Los 
actos discrecionales, entretanto, aún exigen intervención humana, puesto 
que implican juicios de conveniencia y oportunidad, además de la obliga-
toriedad de motivación (Brasil, 1999). La LGPD también limita decisiones 
automatizadas que afecten derechos fundamentales, asegurando la po-
sibilidad de revisión por agentes humanos. Así, aunque la automatización 
sea creciente, la supervisión estatal sigue siendo indispensable, especial-
mente en áreas sensibles.

La utilización de IA en actos discrecionales puede contribuir a una 
mayor eficiencia e imparcialidad, siempre que vaya acompañada de regla-
mentación detallada y de una supervisión humana efectiva. Esta supervi-
sión es esencial para prevenir riesgos como sesgos algorítmicos y falta de 
explicabilidad, garantizando que los criterios utilizados sean auditables y 
susceptibles de impugnación judicial o administrativa.

Ante la transición digital, los principios clásicos del derecho Adminis-
trativo —legalidad, moralidad, eficiencia, publicidad, proporcionalidad y 
economicidad— permanecen vigentes, pero ya no se muestran suficien-
tes. Es necesaria la incorporación de nuevos principios específicos para la 
gobernanza algorítmica, como transparencia algorítmica, explicabilidad y 
mitigación de sesgos, a fin de asegurar equidad y control público de las 
decisiones automatizadas.
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Además de la IA, otras tecnologías emergentes, como blockchain, vie-
nen siendo incorporadas a la Administración pública. El Tribunal de Cuen-
tas de la Unión ha explorado su potencial para asegurar la integridad de 
los datos y perfeccionar auditorías; la Receita Federal aplica la tecnología 
en el control de registros fiscales; y notarías la utilizan en la autenticación 
de documentos.

Se destaca, en ese sentido, la Red Blockchain Brasil (RBB), desarrolla-
da por el TCU en colaboración con otros organismos, que busca construir 
una infraestructura segura y compartida para rastrear y validar transaccio-
nes gubernamentales. A pesar de su potencial para garantizar transparen-
cia y confianza, la aplicación de blockchain aún se da de forma restringida 
y carece de reglamentación específica (TCU, 2022, 2024b).

3.  �Las Administraciones públicas ante el fenómeno de la inteligencia
artificial: situación actual

La incorporación de la IA en el sector público ha modificado de forma sig-
nificativa la dinámica administrativa, sobre todo por su capacidad de pro-
cesar grandes volúmenes de datos en tiempos reducidos, ampliando la 
eficiencia y la agilidad de procedimientos que, tradicionalmente, se apo-
yaban en mecanismos más burocráticos y lentos. Este movimiento repre-
senta no solo una modernización tecnológica, sino también un desafío 
para el derecho administrativo, que necesita adaptarse a nuevas formas 
de toma de decisiones. En este contexto, se vuelve necesario comprender 
si la utilización de la IA en la Administración pública brasileña es una reali-
dad consolidada o un fenómeno aún en construcción.

3.1. � Grado de implementación y uso de la inteligencia artificial por 
parte del sector público 

En los últimos años, la Administración pública brasileña ha expandido el uso 
de IA en diferentes áreas. En el ámbito previsional y asistencial, el Instituto 
Nacional del Seguro Social (INSS) utiliza la plataforma Meu INSS para auto-
matizar solicitudes de prestaciones, como jubilaciones y auxilios. Esta digi-
talización ha contribuido a reducir el tiempo de respuesta, pero también ha 
generado fallos, como denegaciones improcedentes que terminan judicia-
lizándose y exigen revisión manual por parte de los servidores (Brasil, 1988).

En la esfera tributaria, la Receita Federal aplica algoritmos predicti-
vos en el cruce de datos fiscales y bancarios, con el objetivo de identificar 
inconsistencias y combatir la evasión fiscal. Estas herramientas fortalecen 
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la actuación del fisco, pero suscitan cuestionamientos sobre la transpa-
rencia de los criterios adoptados. En el ámbito de la justicia penal y de la 
seguridad pública, instituciones como el Poder Judicial y la Policía Fede-
ral utilizan IA tanto para la gestión de ejecuciones penales —con desta-
que del Sistema Electrónico de Ejecución Unificado (SEEU)— como para 
el reconocimiento facial y la lucha contra la ciberdelincuencia. A pesar de 
los avances, persisten preocupaciones relacionadas con la protección de 
derechos fundamentales, especialmente ante casos de errores en siste-
mas de reconocimiento que resultaron en detenciones indebidas (Ley n.º 
9.784/1999; Ley n.º 13.709/2018).

En el ámbito del control del gasto y la fiscalización, el Tribunal de 
Cuentas de la Unión (TCU) despunta como ejemplo de innovación. Herra-
mientas como Alice, orientada al monitoreo de licitaciones, y Monica, des-
tinada al seguimiento de convenios y transferencias, refuerzan la actua-
ción prospectiva del Tribunal, permitiendo mayor trazabilidad y detección 
de irregularidades en contratos públicos. Estudios señalan que el uso de IA 
en los tribunales de cuentas puede ampliar la capacidad de auditoría, for-
talecer la gobernanza pública y prevenir riesgos de corrupción (Bitencourt 
y Martins, 2023; Atricon, 2019).

En la salud pública, la IA se ha empleado en el Sistema Único de Salud 
(SUS) para prever brotes epidemiológicos, mejorar la gestión hospitalaria y 
apoyar diagnósticos médicos. Aunque prometedoras, estas iniciativas to-
davía carecen de regulación específica y enfrentan barreras relacionadas 
con la interoperabilidad de sistemas y la explicabilidad de los algoritmos, 
condición esencial para la legitimidad de las decisiones administrativas 
(NBASP Nivel 1, Principio 5).

En síntesis, se observa que la utilización de la IA por el sector público 
brasileño ya es una realidad en diversos frentes, desde tareas operativas 
hasta actividades complejas de auditoría y control. No obstante, el avance 
no elimina los desafíos vinculados a la transparencia, al riesgo de sesgos 
algorítmicos y a la necesidad de una normatividad adecuada, de modo 
que las ganancias de eficiencia tecnológica no se impongan sobre la pro-
tección de los derechos fundamentales.

3.2. � Formas de obtención o adquisición de los sistemas de inteligen-
cia artificial

La mayor parte de las soluciones de IA empleadas por el sector público bra-
sileño se obtiene de proveedores externos, principalmente empresas pri-
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vadas especializadas en tecnología. Esta adquisición se realiza mediante 
distintos instrumentos jurídicos: licitaciones públicas, conforme a la Nueva 
Ley de Licitaciones y Contratos Administrativos (Ley n.º 14.133/2021); asocia-
ciones público-privadas (APP/PPP); convenios con universidades y centros 
de investigación; y acuerdos de innovación previstos en el Marco Legal de 
Ciencia, Tecnología e Innovación (Ley n.º 13.243/2016), que permiten contra-
taciones directas orientadas al desarrollo tecnológico (Brasil, 2016, 2021a).

Si bien estos mecanismos viabilizan la modernización de la Adminis-
tración pública e incentivan la transferencia de tecnología, la fuerte de-
pendencia de proveedores privados genera preocupaciones adicionales. 
Muchos algoritmos son propietarios, lo que limita la posibilidad de una 
auditoría plena por parte de los órganos públicos, creando riesgos para la 
transparencia, la soberanía digital y la gobernanza democrática de las de-
cisiones automatizadas. Este escenario apunta a la necesidad de avances 
normativos y del fortalecimiento de la capacidad estatal para fiscalizar los 
sistemas adoptados.

3.3. � Nivel de conocimiento y formación de los empleados para el co-
rrecto manejo de la inteligencia artificial

A pesar del avance en la adopción de herramientas algorítmicas, persis-
te un déficit significativo de capacitación técnica entre los servidores pú-
blicos responsables de su utilización. Muchos profesionales no dominan 
plenamente el funcionamiento de los sistemas de IA, lo que genera una 
dependencia excesiva de los proveedores privados y debilita la supervisión 
sobre los algoritmos. Esta brecha puede comprometer no solo la eficien-
cia, sino también la legitimidad de las decisiones automatizadas.

Existen, sin embargo, iniciativas orientadas a reducir este problema. 
La Escuela Nacional de Administración Pública (ENAP) ofrece cursos de 
capacitación centrados en la transformación digital y en el uso de tecno-
logías emergentes. El Tribunal de Cuentas de la Unión (TCU), por su par-
te, viene incorporando la IA en auditorías y publicó, en 2024, una guía de 
buenas prácticas para el uso de IA generativa por sus servidores, además 
de desarrollar herramientas como Alice y Monica, utilizadas en la fiscali-
zación de licitaciones y convenios (TCU, 2024a, 2024b). A ello se suma la 
Estrategia Brasileña de Inteligencia Artificial (EBIA), instituida por el Go-
bierno federal, que establece directrices para el uso ético de la IA, incluida 
la formación técnica y la promoción de la capacitación de los servidores 
públicos (Brasil, 2021a).
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Pese a estos avances, la capacitación aún es descentralizada y des-
igual entre los distintos niveles de la Administración pública. Para asegurar 
un uso eficiente y ético de la IA, se vuelve fundamental consolidar progra-
mas nacionales de formación continua, capaces de habilitar a los servido-
res para interpretar algoritmos, identificar riesgos y contribuir a la gober-
nanza de las soluciones tecnológicas implementadas.

3.4. � Los mecanismos de control administrativo de los sistemas de in-
teligencia artificial

La incorporación de sistemas algorítmicos en el sector público brasileño 
ha evidenciado fragilidades organizacionales y prácticas que tensionan la 
arquitectura tradicional del control administrativo. La primera se refiere a 
la transparencia y a la explicabilidad: muchos modelos funcionan como 
“cajas negras”, lo que dificulta la comprensión de los fundamentos de las 
decisiones y, en consecuencia, la adecuada motivación del acto adminis-
trativo exigida por la Ley n.º 9.784/1999. A ello se suman los deberes de 
publicidad y de acceso a la información —pilares reafirmados por la Ley 
n.º 12.527/2011— que, en la práctica, demandan mecanismos de rendición 
de cuentas sobre datos de entrenamiento, lógica decisoria y métricas de 
desempeño. Sin tales elementos, se dificultan el contradictorio, la amplia 
defensa y el control social (Brasil, 1999; Brasil, 2011).

Persisten también riesgos de sesgos e impactos desiguales, especial-
mente en aplicaciones de reconocimiento facial y de cribado automati-
zado. Informes públicos y estudios institucionales han alertado sobre fal-
sos positivos, asimetrías raciales y ausencia de protocolos uniformes, con 
efectos potenciales sobre derechos fundamentales. El Consejo Nacional 
de Justicia (CNJ), por ejemplo, registró en un informe técnico la posibilidad 
de falsos positivos como riesgo inherente a tales sistemas y la necesidad 
de cautela procedimental en el reconocimiento de personas (CNJ, 2022). 
En paralelo, análisis recientes de instituciones de justicia e investigación 
señalan una desproporcionalidad de impactos sobre personas negras, re-
comendando transparencia, evaluación previa de impacto y protocolos 
más estrictos antes de una adopción a gran escala (DPU/CESeC, 2025).

Desde el punto de vista infraestructural, la integración entre sistemas 
legados y soluciones de IA revela problemas de interoperabilidad y de es-
tandarización de datos, lo que aumenta la complejidad de las auditorías y 
dificulta la difusión de buenas prácticas entre los entes federativos. Estu-
dios en el ámbito de la Controladoría General de la Unión (CGU) sobre el 
uso de técnicas estadísticas y de IA para perfeccionar controles (por ejem-
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plo, estimación de precios de referencia en contrataciones) ilustran avan-
ces, pero también evidencian la necesidad de gobernanza y estandariza-
ción para que los resultados sean auditables y replicables (Azevedo, 2022).

Por último, se observa resistencia institucional y déficit de capacita-
ción técnica entre los servidores encargados de operar, fiscalizar y justifi-
car el uso de estas herramientas. Este escenario refuerza la necesidad de 
directrices claras, trayectorias formativas e instrumentos de auditoría con-
tinua, so pena de ampliar la asimetría entre proveedores privados y la Ad-
ministración, con perjuicio para la legitimidad de los actos (Azevedo, 2022).

En términos normativos, aunque no exista un marco único y específi-
co para la IA en el conjunto de la Administración pública, el ordenamiento 
ya impone controles relevantes al funcionamiento de los sistemas algo-
rítmicos. La Ley General de Protección de Datos (Ley n.º 13.709/2018) ase-
gura derechos como la revisión de decisiones automatizadas que afecten 
intereses individuales (art. 20) y exige transparencia y no discriminación 
(art. 6.º). La Ley de Acceso a la Información (Ley n.º 12.527/2011) garantiza el 
acceso a información de interés público, lo que incluye, en clave de gober-
nanza, elementos sobre el uso de algoritmos. A su vez, la Ley n.º 9.784/1999 
exige la motivación de los actos, lo que, en el contexto algorítmico, implica 
una explicabilidad suficiente para la comprensión y el control (Brasil, 1999, 
2011, 2018).

En el ámbito del Poder Judicial, el CNJ actualizó, en 2025, directrices 
para el desarrollo, la gobernanza, la auditoría, el monitoreo y el uso res-
ponsable de la IA, reforzando transparencia, publicidad, mitigación de 
sesgos y protección de datos. Estas orientaciones consolidan la exigencia 
de estructuras internas de gobernanza algorítmica y orientan la rendición 
de cuentas de los tribunales en la adopción de soluciones automatizadas 
(CNJ, 2025).

Además, los órganos de control e integridad pública han produci-
do referentes sobre el tema. En el sistema de tribunales de cuentas, por 
ejemplo, se han divulgado análisis y guías sobre el uso de IA generativa 
y asistentes internos; en la esfera del Ejecutivo federal, la CGU viene pu-
blicando investigaciones metodológicas para el empleo de IA en el per-
feccionamiento de controles, con foco en transparencia y estandarización. 
Estos materiales institucionales contribuyen a construir masa crítica para 
la auditoría de sistemas y para verificar la adherencia de las soluciones a 
los principios de legalidad, publicidad y eficiencia (Atricon, 2024; Azevedo, 
2022).
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En este contexto, casos concretos han evidenciado que las decisiones 
automatizadas pueden divergir de los resultados esperados por la Admi-
nistración e impactar derechos. En el campo previsional, una auditoría del 
Tribunal de Cuentas de la Unión (TCU) divulgada el 26/03/2025 señaló un 
error superior al 10 % en denegaciones derivadas de análisis automáticos 
de prestaciones, lo que indica la necesidad de correcciones procesales y de 
reforzar la supervisión humana (TCU, 2025).

En el ámbito de la seguridad pública, el reconocimiento facial ha pre-
sentado tanto resultados operativos (detenciones de personas con órde-
nes de captura, según registros de secretarías estatales) como preocupa-
ciones relevantes sobre falsos positivos y selectividad racial. El informe del 
CNJ sobre reconocimiento de personas identifica el riesgo técnico de fal-
sos positivos; además, estudios y relevamientos del CESeC y de la Defen-
soría Pública de la Unión señalan una desproporción de impactos sobre 
personas negras, recomendando protocolos más estrictos, transparencia 
y evaluaciones de impacto antes de su adopción a gran escala (CNJ, 2022; 
DPU/CESeC, 2025).

Estos episodios refuerzan la centralidad de mecanismos de auditoría 
continua (técnica y jurídica), transparencia activa sobre el funcionamien-
to de los modelos, revisión humana significativa en decisiones sensibles y 
canales de impugnación accesibles. En síntesis, el control administrativo 
efectivo de sistemas de IA depende de la combinación entre una base le-
gal robusta, una gobernanza algorítmica institucionalizada y la capacidad 
técnica para interpretar, explicar y corregir los modelos en operación (Bra-
sil, 1999, 2011, 2018; CNJ, 2025).

4.  �El impacto de la inteligencia artificial en los derechos de participa-
ción de los interesados y en la transparencia de la actividad admi-
nistrativa

La incorporación de sistemas algorítmicos a los procesos decisorios del Es-
tado reconfigura premisas clásicas del procedimiento administrativo —en 
especial en lo relativo a la motivación, la publicidad y el control social— y 
exige redoblar la atención a las salvaguardas de participación y transpa-
rencia. En términos normativos, el ordenamiento ya ofrece balizas: la Ley 
n.º 9.784/1999 exige motivación suficiente de los actos, la Ley n.º 12.527/2011 
asegura el acceso a la información de interés público, y la LGPD (Ley n.º 
13.709/2018) establece derechos específicos frente a decisiones automati-
zadas, como revisión y transparencia (Brasil, 1999, 2011, 2018).
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En la práctica, sin embargo, la opacidad técnica de los modelos (“cajas 
negras”), la escasez de documentación sobre datos y lógicas decisorias y 
la heterogeneidad de capacidades institucionales pueden debilitar el con-
tradictorio, la amplia defensa y la accountability administrativa. Estos ries-
gos han sido reconocidos por órganos de control y del sistema de justicia, 
que recomiendan gobernanza algorítmica y transparencia activa como 
precondiciones de legitimidad (CNJ, 2022).

La adopción de herramientas automatizadas puede, por un lado, 
ampliar la eficiencia decisoria; por otro, comprometer derechos proce-
dimentales cuando no viene acompañada de explicabilidad adecuada, 
trazabilidad de auditoría y canales efectivos de impugnación. En los re-
conocimientos de personas, por ejemplo, el Consejo Nacional de Justicia 
identificó el riesgo técnico de “falsos positivos” y la necesidad de cautelas 
reforzadas, evidenciando cómo sesgos y errores de clasificación pueden 
afectar de forma desproporcionada a grupos vulnerables —lo que reclama 
una fundamentación cualificada y una revisión humana significativa en 
las etapas sensibles del proceso decisorio— (CNJ, 2022; Brasil, 1999).

Entre los puntos de mayor vulnerabilidad se encuentran: (i) la motiva-
ción del acto y la propia publicidad administrativa —cuyo cumplimiento, 
en el contexto algorítmico, depende de una documentación técnica míni-
ma sobre modelos, datos y métricas—; (ii) el derecho de acceso a la infor-
mación, que debe abarcar los elementos necesarios para el escrutinio pú-
blico del uso de IA; y (iii) la protección de datos personales, que demanda 
gobernanza para evitar discriminación y asegurar bases legales y princi-
pios (necesidad, transparencia, no discriminación) en el tratamiento auto-
matizado. La Ley n.º 9.784/1999 (motivación), la Ley n.º 12.527/2011 (acceso) 
y la LGPD (arts. 6.º y 20) conforman, en ese orden, un trípode indispensable 
para sostener la participación y el control social sobre sistemas decisorios 
basados en datos (Brasil, 1999, 2011, 2018).

Brasil dispone de mecanismos participativos consolidados —como 
audiencias y consultas públicas, consejos de políticas y plataformas digi-
tales— que pueden potenciarse mediante IA para ampliar el alcance y la 
calidad deliberativa (p. ej., síntesis de contribuciones y detección de temas 
recurrentes). La plataforma Participa + Brasil y, más recientemente, Bra-
sil Participativo, ofrecen consultas, conferencias y canales de “opine aquí”, 
configurando un ecosistema continuo de participación digital. La eficacia 
democrática de estos espacios, no obstante, depende de la inclusión digi-
tal, la claridad metodológica y devoluciones transparentes sobre cómo las 
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contribuciones influyen en las decisiones (Gov.br – Participa + Brasil, 2025a; 
Gov.br – Participa + Brasil, 2025b; Brasil Participativo, 2025).

De este modo, iniciativas federales vienen produciendo referencias 
para el uso responsable de tecnologías de datos e IA en la Administración, 
con impactos indirectos sobre la ciudadanía informada. La CGU, por ejem-
plo, divulga estudios metodológicos sobre el uso de técnicas estadísticas 
y de IA para el perfeccionamiento de controles, destacando requisitos de 
documentación y auditabilidad; el CNJ, por su parte, establece directrices 
de cautela y transparencia en procedimientos sensibles como el recono-
cimiento de personas. Aun así, falta una política nacional continuada de 
educación digital para la ciudadanía —con foco en explicabilidad, dere-
chos bajo la LGPD y vías de impugnación— que haga más simétrico el 
diálogo entre Administración y sociedad civil en procesos mediados por 
algoritmos (Azevedo, 2022; CNJ, 2022; Brasil, 2018).

Casos concretos muestran cómo decisiones automatizadas, si están 
mal gobernadas, pueden apartarse de las expectativas de legalidad y jus-
ticia. Una auditoría del Tribunal de Cuentas de la Unión hizo pública la 
existencia de porcentajes relevantes de denegaciones improcedentes en 
prestaciones previsionales —tanto en análisis manuales como automáti-
cos—, evidenciando la necesidad de revisión humana significativa, mejora 
de reglas y una motivación decisoria más robusta (Aviso n.º 52 - GP/TCU, 
2025; InfoMoney, 2025; CNJ, 2022).

En el campo de la seguridad pública, además de usos operativos del 
reconocimiento facial, estudios institucionales y el informe técnico del CNJ 
refuerzan el riesgo de “falsos positivos” y de selectividad racial, recomen-
dando protocolos estrictos, evaluación de impacto y transparencia del ciclo 
algorítmico. Tales episodios ilustran la centralidad de auditorías técnicas y 
jurídicas, publicidad activa sobre modelos y datos, canales accesibles de 
impugnación y, sobre todo, supervisión humana cualificada en los puntos 
de mayor sensibilidad (Aviso n.º 52 - GP/TCU, 2025; InfoMoney, 2025; CNJ, 
2022).

5.  �Las garantías procedimentales frente a actos administrativos algo-
rítmicos

La consolidación de salvaguardas procedimentales para las decisiones ad-
ministrativas mediadas por algoritmos exige articular principios constitu-
cionales (legalidad, publicidad, motivación y debido proceso) con reglas 
sectoriales de acceso a la información y protección de datos. Aunque no 
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exista, por el momento, una ley única y específica para las decisiones ad-
ministrativas automatizadas, el ordenamiento brasileño ya ofrece límites 
normativos e instrumentos de control que operan como “parapetos” mí-
nimos: motivación adecuada (Ley n.º 9.784/1999), publicidad y transparen-
cia activa (Ley n.º 12.527/2011) y derechos frente al tratamiento de datos y 
decisiones automatizadas (Ley n.º 13.709/2018). A estos parámetros se su-
man directrices administrativas y judiciales recientes —en particular en el 
ámbito del Consejo Nacional de Justicia— que refuerzan la necesidad de 
supervisión humana, gobernanza algorítmica y mitigación de sesgos (Bra-
sil, 1999, 2011, 2018; CNJ, 2020, 2025).

5.1. � El alcance de la utilización de sistemas de inteligencia artificial 
para la adopción de actos administrativos

Aunque no haya tipificación legal específica del “acto administrativo algo-
rítmico”, los límites derivan de principios y normas generales. Por el princi-
pio de legalidad (art. 37 de la Constitución), la Administración solo puede 
decidir con un fundamento jurídico idóneo; así, cualquier automatización 
decisoria debe estar anclada en competencia normativa válida y en reglas 
procedimentales que aseguren motivación y control (Brasil, 1988). La pu-
blicidad y la transparencia (art. 37 de la Constitución; Ley n.º 12.527/2011) 
exigen que la decisión sea comprensible, lo que, en contexto algorítmico, 
implica una explicabilidad suficiente del razonamiento del sistema para 
posibilitar fiscalización y contestación (Brasil, 2011). El debido proceso legal 
y las garantías del contradictorio y de la amplia defensa (art. 5.º LV) impo-
nen el acceso a los fundamentos relevantes del acto y la posibilidad de 
revisión eficaz (Brasil, 1988).

En el ámbito de la protección de datos, la LGPD prevé los principios de 
transparencia y no discriminación (art. 6.º) y ampara el derecho a la revisión 
de decisiones basadas exclusivamente en el tratamiento automatizado de 
datos personales (art. 20), aunque el § 3.º de ese artículo —que establecía la 
revisión obligatoria por una persona física— fue vetado, lo que refuerza la 
importancia de salvaguardas infralegales e institucionales (Brasil, 2018). En 
el caso de los servicios públicos, el Código de Defensa del Usuario del Ser-
vicio Público (Ley n.º 13.460/2017) exige información adecuada, motivación 
y mecanismos de atención y contestación, parámetros que se proyectan 
también sobre decisiones automatizadas (Brasil, 2017). En el plano de las 
políticas públicas, el Decreto n.º 10.332/2020 (Estrategia de Gobierno Digi-
tal) incentiva la automatización y el uso de datos, pero no dispensa de la 
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observancia de las garantías procedimentales y de la protección de datos 
(Brasil, 2020).

En el Poder Judicial, la Resolución CNJ n.º 332/2020 inauguró directri-
ces para el uso responsable de la IA, vedando su utilización para sustituir 
la actuación del magistrado y exigiendo gobernanza, transparencia y su-
pervisión humana. En 2025, el CNJ actualizó tales parámetros, reforzando 
la necesidad de auditorías, mitigación de sesgos y publicidad sobre el em-
pleo de IA en el Poder Judicial (CNJ, 2020, 2025). En síntesis, el alcance del 
uso de la IA en la Administración encuentra su frontera en los principios 
constitucionales y en las garantías de motivación, transparencia, revisión y 
no discriminación.

5.2. � Límites y salvaguardias jurídicas frente a la adopción de actos ad-
ministrativos algorítmicos

Existe, en el ordenamiento, un principio general de transparencia aplicable 
a los procedimientos que resultan en actos (incluso cuando están soporta-
dos por IA). La LAI asegura el acceso a la información de interés público, lo 
que incluye, en una perspectiva de gobernanza, elementos mínimos sobre 
la utilización de modelos algorítmicos —finalidad, bases de datos, criterios 
relevantes y métricas de desempeño— (Brasil, 2011). La Ley n.º 9.784/1999 
exige motivación de los actos, que, en el contexto algorítmico, se tradu-
ce en explicabilidad suficiente para que el administrado comprenda las 
razones determinantes (Brasil, 1999). La LGPD impone límites materiales 
(principios de necesidad, adecuación, transparencia y no discriminación) y 
garantías procedimentales, como el derecho a solicitar revisión de decisio-
nes exclusivamente automatizadas (Brasil, 2018).

Persisten, sin embargo, desafíos estructurales: (i) ausencia de una 
norma infraconstitucional detallada y transversal sobre “explicabilidad” y 
documentación de modelos en el sector público; (ii) opacidad técnico-orga-
nizativa en contrataciones de soluciones propietarias; y (iii) asimetrías de 
capacidad institucional para auditoría y control. Propuestas actualmente 
en discusión en el Congreso —como el Proyecto de Ley n.º 2.338/2023, que 
establece el Marco Legal de la Inteligencia Artificial— buscan afrontar 
parte de estas lagunas al prever la clasificación de riesgos y los deberes 
de transparencia y gobernanza proporcionales al riesgo, incluso para usos 
gubernamentales (Brasil, 2023). En el ámbito del Poder Judicial, las direc-
trices del CNJ funcionan como salvaguarda sectorial, al reafirmar publi-
cidad, supervisión humana, evaluación de riesgos y auditorías continuas 
(CNJ, 2020, 2025).
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5.3.  Propuestas de mejora

La consolidación de garantías procesales para decisiones algorítmicas en 
el sector público demanda avances normativos e institucionales en, al me-
nos, cinco frentes complementarios:

1. � Marco legal específico y transversal: aprobación de una regulación 
infraconstitucional que defina estándares mínimos de documen-
tación, explicabilidad, evaluación de impacto algorítmico (AIA) y 
registro público de sistemas de alto riesgo utilizados por la Admi-
nistración, en articulación con la LGPD y la LAI (Brasil, 2011, 2018, 
2023).

2. � Supervisión humana significativa: positivización de requisitos de 
revisión humana efectiva en los casos de decisiones con efectos 
relevantes sobre derechos individuales, incluyendo plazos, com-
petencias y deberes de fundamentación reforzada (Brasil, 1999, 
2018).

3. � Transparencia algorítmica y publicidad activa: obligación de po-
ner a disposición, en lenguaje accesible, informaciones esencia-
les sobre finalidad, datos utilizados, criterios decisorios y métricas, 
preservando secretos industriales solo cuando sean estrictamente 
necesarios y proporcionales (Brasil, 2011; CNJ, 2020).

4. � Auditoría y gobernanza: institucionalización de auditorías técnicas 
y jurídicas periódicas (internas y externas), con trazas de auditoría, 
logs y control de versiones, y gobernanza de modelos (gestión de 
datos, sesgos, desempeño y seguridad) (CNJ, 2020, 2025).

5. � Capacitación y coordinación federativa: programas continuados 
de formación para servidores, con guías técnicas, estándares de in-
teroperabilidad e instancias de coordinación entre entes y órganos 
de control, mitigando asimetrías y fortaleciendo la accountability 
(Brasil, 2020; CNJ, 2025).

Estas medidas equilibran eficiencia administrativa con garantías pro-
cedimentales, al reconectar la automatización con los pilares de legalidad, 
motivación, publicidad, contradictorio y no discriminación, condiciones 
para la legitimidad de las decisiones públicas en un entorno digital (Brasil, 
1988, 1999, 2011, 2018; CNJ, 2020, 2025).
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6. El control judicial de las decisiones administrativas algorítmicas

El control jurisdiccional de los actos administrativos apoyados por sistemas 
algorítmicos debe reconducir la decisión pública a los pilares constitucio-
nales de la legalidad, la motivación, la publicidad y el debido proceso legal, 
además de observar los derechos garantizados en el régimen de protec-
ción de datos personales. En términos prácticos, esto significa someter la 
automatización decisoria a las mismas exigencias de fundamento norma-
tivo, transparencia y revisibilidad que estructuran el acto administrativo 
tradicional, sin perjuicio de adaptaciones metodológicas —por ejemplo, en 
cuanto a la necesidad de pericias técnicas y a la producción de registros 
auditables— para tornar inteligible el funcionamiento del sistema utiliza-
do (Brasil, 1988, 1999, 2011, 2018).

Así, la competencia para revisar judicialmente una decisión admi-
nistrativa automatizada sigue el diseño constitucional de distribución de 
competencias jurisdiccionales. Como regla general, corresponderá a la 
Justicia Federal cuando se trate de acto de órgano o entidad de la Unión 
(por ejemplo, INSS, Receita Federal, autarquías y agencias federales), en 
los términos del art. 109 de la Constitución (Brasil, 1988). La Justicia Esta-
tal ejerce competencia residual para los actos de la Administración estatal 
y municipal, salvo hipótesis de desplazamiento constitucional. La Justicia 
del Trabajo aprecia controversias derivadas de relaciones de trabajo (art. 
114), incluso cuando actos automatizados afecten derechos laborales; y el 
Superior Tribunal de Justicia (STJ) decide conflictos de competencia entre 
la Justicia Federal y la Estatal (art. 105, I, “d”) (Brasil, 1988). Cuando corres-
ponda, la Justicia Electoral y la Justicia Militar actúan en materias especí-
ficas previstas en la Constitución. De este modo, la definición del juzgado 
competente resulta del ente emisor del acto y de la naturaleza de la re-
lación jurídica controvertida, con independencia de que la decisión haya 
sido apoyada por IA (Brasil, 1988).

Además, se observa que la automatización puede evidenciar zonas 
grises de competencia cuando un mismo sistema es compartido por dis-
tintos niveles federativos o cuando el acto impacta en políticas entrelaza-
das (p. ej., bases federales que repercuten en beneficios estatales/munici-
pales). En esos casos, los conflictos positivos o negativos entre ramas del 
Poder Judicial son resueltos por el STJ (art. 105, I, “d”) y, en materia laboral, 
por el TST en su competencia recursal propia (arts. 111-A y 114) (Brasil, 1988). 
En cualquier hipótesis, la controversia sobre competencia no altera el pa-
trón de control: permanece exigible la verificación de base legal, motiva-
ción, publicidad y posibilidad de contradictorio y revisión, incluso cuando 
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la decisión haya sido producida, inicialmente, por procesamiento algorít-
mico (Brasil, 1988, 1999, 2011).

Los poderes decisorio, instructorio (investigativo) y cautelar del juez 
son los mismos en procesos relativos a actos tradicionales o automatiza-
dos; lo que se modifica es la metodología probatoria y el nivel de escrutinio 
técnico. En el plano instructorio, el magistrado puede determinar pericia 
técnica (arts. 464-480 del CPC) para examinar datos, registros de ejecución 
(logs), criterios relevantes del modelo y su adherencia a las normas aplica-
bles, incluso para verificar sesgos o errores sistemáticos. También puede 
ordenar la exhibición de documentos e informaciones necesarias para la 
comprensión de la decisión (arts. 396-404 del CPC). En sede cautelar, es 
posible conceder tutela de urgencia para suspender el empleo del sistema 
o imponer revisión humana siempre que exista riesgo de lesión a derechos
fundamentales (arts. 300-301 del CPC), sin perjuicio de la continuidad del
servicio público por medios no automatizados (Brasil, 2015).

En el plano decisorio, permanece el deber de fundamentación (art. 
93, IX, de la CF), lo que presupone que el órgano público proporcione ele-
mentos mínimos de explicabilidad sobre cómo el sistema contribuyó al 
resultado —condición necesaria para permitir defensa efectiva y control 
judicial—. Además, cuando la decisión implique tratamiento automatiza-
do de datos personales, inciden los principios y derechos de la LGPD, in-
cluida la transparencia, la no discriminación (art. 6.º) y el derecho a solicitar 
revisión de decisiones basadas exclusivamente en tratamiento automati-
zado (art. 20), asegurando a la persona interesada medios para cuestionar 
el resultado y exigir supervisión humana significativa (Brasil, 2018). Todo 
ello se suma a las exigencias de motivación del acto administrativo (Ley n.º 
9.784/1999) y de publicidad y acceso a la información (Ley n.º 12.527/2011) 
(Brasil, 1999, 2011).

Al verificar la legalidad de un acto algorítmico, algunos ejes de con-
trol tienden a ser recurrentes: (i) base legal y competencia: constatar si 
la decisión automatizada fue proferida por autoridad competente y con 
fundamento normativo adecuado (CF/88, art. 37; Ley n.º 9.784/1999) (Brasil, 
1988, 1999); (ii) motivación y explicabilidad: examinar si la Administración 
presentó razones suficientes e inteligibles —incluso sobre el papel del sis-
tema y sus criterios relevantes— para permitir comprensión y control (Ley 
n.º 9.784/1999; CF/88, art. 93, IX) (Brasil, 1988, 1999).

Además: (iii) transparencia y publicidad: garantizar el acceso a infor-
maciones de interés público relacionadas con el uso del algoritmo, reser-
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vando secretos protegidos en la estricta medida de lo necesario (Ley n.º 
12.527/2011) (Brasil, 2011); (iv) protección de datos y no discriminación: verifi-
car adherencia a la LGPD, incluso respecto de los principios de necesidad, 
adecuación, transparencia y no discriminación, además de la posibilidad 
de revisión cuando la decisión se haya basado exclusivamente en procesa-
miento automatizado (Ley n.º 13.709/2018, arts. 6.º y 20) (Brasil, 2018); y (v) 
proporcionalidad y cautela: ante riesgo de daño grave, determinar medi-
das provisionales (suspensión del uso del sistema o revisión humana obli-
gatoria) para resguardar derechos mientras se dilucida el fondo (CPC, arts. 
300-301) (Brasil, 2015).

Estos parámetros no crean un nuevo “derecho administrativo algorít-
mico”, sino que reaplican y operativizan garantías constitucionales y lega-
les en el entorno digital, posibilitando que la automatización sea compati-
ble con la legalidad, la motivación, la publicidad y la tutela efectiva de los 
derechos (Brasil, 1988, 1999, 2011, 2015; 2018).

7.  �La responsabilidad de las Administraciones públicas por daños de-
rivados del uso de sistemas de inteligencia artificial

La responsabilidad estatal por daños derivados del empleo de sistemas 
algorítmicos se desprende del régimen constitucional e infraconstitucio-
nal ya vigente, no existiendo —hasta el momento— un estatuto autónomo 
para “actos algorítmicos”. En otras palabras, la automatización no exime 
a la Administración del deber de observar la legalidad, la motivación, la 
publicidad, el debido proceso y la protección de datos, ni altera los fun-
damentos de su responsabilidad frente a terceros (Brasil, 1988, 1999, 2011, 
2018).

7.1.  Naturaleza y alcance de las responsabilidades

En Brasil, la Administración pública responde objetivamente por los daños 
que sus agentes causen a terceros, asegurándose el derecho de regreso 
contra el responsable en los casos de dolo o culpa (CF/88, art. 37, § 6.º). Esta 
lógica también se aplica a los daños derivados de decisiones automatiza-
das adoptadas por órganos y entidades públicas: si la decisión es imputa-
ble al Estado, la responsabilidad primaria es estatal, independientemente 
de la culpa del agente público, sin perjuicio de la acción de regreso (Brasil, 
1988).

La Ley General de Protección de Datos Personales (LGPD) añade ca-
pas específicas cuando el daño deriva del tratamiento de datos persona-
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les: los controladores y operadores pueden responder por violaciones a la 
legislación de protección de datos, incluso de forma solidaria, conforme 
a las hipótesis legales, con reglas sobre carga de la prueba y eximentes 
(arts. 42 a 45). Además de la responsabilidad civil, la LGPD también prevé 
sanciones administrativas aplicables a los entes sujetos a su fiscalización 
(Brasil, 2018).

La cadena de responsabilidad puede implicar también a terceros con-
tratados (p. ej., proveedores de software y servicios de IA), dependiendo 
del nexo causal y de las obligaciones contractuales y legales asumidas. 
Ello no excluye la responsabilidad objetiva del Estado frente a la víctima; 
sin embargo, autoriza la exigencia de responsabilidad regresiva del con-
tratado cuando se comprueben fallas técnicas, inejecución contractual o 
violación de deberes legales (Brasil, 1988, 2018). En casos de fraude o actos 
lesivos practicados por personas jurídicas contra la Administración, rige el 
régimen de la Ley Anticorrupción (Ley n.º 12.846/2013), con responsabilidad 
administrativa y civil de la empresa (Brasil, 2013).

En síntesis, la asignación de responsabilidades tiende a seguir: (i) el 
órgano público como responsable primario frente al particular; (ii) even-
tual responsabilidad solidaria de controladores/operadores de datos per-
sonales en los términos de la LGPD; y (iii) acción de regreso contra agen-
tes públicos (dolo/culpa) y/o proveedores cuando el daño derive de fallas 
imputables a su actuación (Brasil, 1988, 2018).

Si un sistema automatizado deniega indebidamente un beneficio 
previsional por error en el procesamiento de datos, el ente público res-
ponde objetivamente frente al administrado, sin perjuicio de determinar: 
(a) falla de proyecto/ejecución imputable al proveedor (regreso contrac-
tual), (b) falla operacional imputable al órgano (gestión y gobernanza), o
(c) violación de la LGPD (tratamiento ilícito o inseguro de datos persona-
les) (Brasil, 1988, 1999, 2018).

De este modo, se enumeran cuatro dimensiones de la responsabili-
dad: 1) civil/administrativa: reparación integral del daño y sanciones admi-
nistrativas cuando exista infracción legal (CF/88, art. 37, § 6.º; LGPD, arts. 
42-45); 2) disciplinaria: responsabilidad de agentes públicos por infraccio-
nes funcionales (regímenes estatutarios o laborales aplicables) cuando
exista dolo o culpa en la gestión del sistema o en el incumplimiento de
deberes (Brasil, 1988); 3) contable: determinación de daño al erario e im-
putación de débito por los tribunales de cuentas (CF/88, arts. 70-71; Ley
n.º 8.443/1992) en casos de adquisición/gestión de sistemas de IA con irre-
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gularidades, fallas de control o perjuicio comprobado (Brasil, 1992); y 4) 
penal: cuando se identifiquen conductas típicas (p. ej., fraude en la con-
tratación, inserción de datos falsos en sistema de información, violación 
de sigilo), aplicándose la legislación penal pertinente, sin singularidades 
por tratarse de “actos algorítmicos” (Brasil, 1940).

7.2. � La responsabilidad de los empleados públicos: el posible avance 
de la “administración defensiva”

La perspectiva de responsabilidad —civil, disciplinaria, contable o penal— 
puede incentivar comportamientos de aversión al riesgo (“administración 
defensiva”), sobre todo cuando faltan directrices técnicas y jurídicas claras 
para la adquisición, gobernanza, auditoría y explicabilidad de sistemas de 
IA. Esta reacción, aunque comprensible, no legitima la omisión: la Cons-
titución exige eficiencia y legalidad, y la solución institucional adecuada 
pasa por la gobernanza algorítmica, la capacitación y la transparencia, de 
modo que se permita una supervisión humana significativa y una rendi-
ción de cuentas efectiva (Brasil, 1988, 2018).

Instrumentos normativos existentes ya señalan caminos: la LGPD im-
pone principios de transparencia, seguridad, prevención y no discrimina-
ción (art. 6.º), además del derecho de revisión cuando la decisión se base 
exclusivamente en tratamiento automatizado (art. 20); la Ley de Acceso a 
la Información refuerza la publicidad activa de informaciones de interés 
colectivo, relevantes para el escrutinio de algoritmos gubernamentales 
(Brasil, 2011, 2018). En el Poder Judicial, las directrices actualizadas por el 
CNJ para el uso de IA en el ámbito judicial recomiendan estructuras de go-
bernanza, transparencia y mitigación de sesgos, con vistas a estandarizar 
buenas prácticas institucionales (CNJ, 2025).

Aunque no vinculantes, diversos documentos internacionales ofrecen 
parámetros útiles para el sector público. Los Principios de la OCDE sobre IA 
(2019) enfatizan la transparencia, la robustez y la accountability, mientras 
que la Recomendación de la UNESCO sobre la Ética de la IA (2021) pro-
pone un marco orientado a los derechos humanos, la no discriminación y 
la supervisión humana. Estas directrices pueden internalizarse mediante 
políticas públicas y contratos, orientando la due diligence y la evaluación 
de impacto a lo largo del ciclo de vida de los sistemas de IA (OCDE, 2019; 
UNESCO, 2021).

Para alinear innovación y protección de derechos, algunas medidas 
son prioritarias:
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1.  �Marco normativo específico para IA en el sector público, definien-
do deberes mínimos de gobernanza, explicabilidad, evaluación de
impacto y supervisión humana —a modo de ejemplo del debate
en torno al PL n.º 2.338/2023 (Brasil, 2023)—.

2.  �Transparencia algorítmica: rutinas de publicidad activa sobre el
uso de IA, alcance, datos de entrenamiento (cuando corresponda),
métricas de desempeño y canales de impugnación (Brasil, 2011).

3.  �Revisión humana significativa en las decisiones sensibles y trazas
probatorias (logs, rutas de auditoría) que permitan reconstruir el
razonamiento del sistema (Brasil, 2018).

4.  �Capacitación continua de gestores, equipos técnicos y operadores
del derecho, con directrices de contratación pública que privile-
gien auditabilidad, portabilidad e interoperabilidad (Brasil, 2021a,
2021b).

5.  �Fortalecimiento del control externo e interno (unidades de audi-
toría, corregidurías) para la evaluación periódica de riesgo, confor-
midad e impacto, incluso respecto de la responsabilidad contable
por daño al erario (Brasil, 1988, 1992).

6.  �Contrataciones públicas de IA con cláusulas de responsabilidad,
acceso para auditoría, gestión de riesgo y planes de contingencia,
en consonancia con la Ley n.º 14.133/2021 (Brasil, 2021b).

Estas providencias no solo reducen la inseguridad jurídica y el riesgo 
de “administración defensiva”, sino que también fomentan un ambiente 
institucional capaz de prevenir daños, corregir desvíos y responsabilizar 
adecuadamente a cada agente de la cadena de valor algorítmica, en be-
neficio de la ciudadanía y de la confianza pública (Brasil, 1988, 2018; OCDE, 
2019; UNESCO, 2021).

8. Conclusiones

El estudio partió del problema de investigación —verificar en qué medida 
el ordenamiento jurídico-administrativo brasileño dispone de bases, sal-
vaguardas e instrumentos de responsabilidad adecuados para el uso de 
sistemas de IA en decisiones administrativas— y de la hipótesis de que los 
marcos existentes, aunque relevantes, resultan insuficientes ante la com-
plejidad de la actividad algorítmica. El análisis de los marcos normativos, 
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de las prácticas institucionales y de los mecanismos de control confirmó, 
en líneas generales, dicha hipótesis.

En primer lugar, se constató que el armazón vigente (CF/88, Ley n.º 
9.784/1999, LAI y LGPD) ofrece un “núcleo duro” de garantías —legalidad, 
publicidad, motivación, debido proceso, transparencia, no discriminación 
y posibilidad de revisión— que incide también sobre decisiones mediadas 
por IA. Ese núcleo, sin embargo, no resuelve por sí solo problemas estruc-
turales de explicabilidad, documentación, interoperabilidad de sistemas y 
gobernanza del ciclo de vida algorítmico. En otras palabras, existe derecho 
aplicable, pero faltan estándares operativos y deberes procedimentales es-
pecíficos para que la motivación y la publicidad tengan sentido en contex-
tos técnico-computacionales.

En segundo lugar, en el plano empírico, se verificó que el uso de IA 
en la Administración pública es real y creciente, con aplicaciones que van 
desde rutinas operativas hasta la fiscalización y el control. El avance con-
vive con asimetrías de capacidad técnica, dependencia de soluciones pro-
pietarias, riesgos de sesgos y lagunas de auditoría —factores que, si no se 
abordan, pueden degradar la legitimidad de las decisiones y aumentar la 
judicialización—. Iniciativas recientes de órganos de control y del Poder Ju-
dicial (como directrices de gobernanza y guías de buenas prácticas) cons-
tituyen pasos importantes, pero aún fragmentados.

En tercer lugar, en lo que se refiere a los derechos de participación y 
a la transparencia, la investigación indicó que la adopción de IA tensiona 
premisas clásicas del procedimiento administrativo. Sin trazas de audito-
ría, documentación mínima de datos y modelos, y canales efectivos de im-
pugnación, la promesa de eficiencia puede colisionar con el contradictorio 
y la amplia defensa. Las plataformas y los mecanismos de participación 
pueden potenciarse mediante IA, pero ello exige un diseño institucional 
que prevenga exclusiones y asegure devoluciones comprensibles a la so-
ciedad.

En cuarto lugar, en el eje de las garantías procesales, resultó evidente 
la necesidad de traducir principios generales en obligaciones concretas: 
requisitos de explicabilidad proporcionales al riesgo; evaluación de im-
pacto algorítmico para usos sensibles; supervisión humana significativa 
donde existan efectos relevantes sobre derechos; y registros técnicos que 
permitan reconstruir el razonamiento del sistema con fines de control 
interno, externo y judicial. Tales exigencias no crean un “nuevo” derecho 
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administrativo, sino que operativizan lo ya existente, con una clave técni-
camente adecuada.

En quinto lugar, el control judicial se muestra capaz de reconducir la 
automatización a los pilares constitucionales, siempre que cuente con pe-
ricia técnica, transparencia activa por parte de la Administración y acceso 
a los elementos esenciales del funcionamiento del sistema. La experiencia 
reciente sugiere que las tutelas cautelares (suspensión de uso, revisión hu-
mana obligatoria) y las órdenes de exhibición de información pueden ser 
decisivas para prevenir daños y corregir rumbos, sin paralizar los servicios 
públicos.

En sexto lugar, en cuanto a la responsabilidad, prevalece la regla de 
responsabilidad objetiva del Estado por daños causados a terceros, con 
posibilidad de regreso contra agentes y proveedores. La LGPD introduce 
responsabilidades adicionales para controladores y operadores de datos. 
Este régimen, combinado con directrices de integridad en las contrata-
ciones y cláusulas de auditabilidad, crea incentivos para una gobernanza 
algorítmica responsable y para la reducción del riesgo de “administración 
defensiva”.

A la luz de los objetivos específicos, el artículo ofrece tres contribucio-
nes principales: (i) sistematiza el “mínimo constitucional-legal” aplicable 
a las decisiones algorítmicas; (ii) identifica prácticas y cuellos de botella 
institucionales en implementación, adquisición, capacitación y control; y 
(iii) propone una agenda de perfeccionamiento normativo-institucional
centrada en transparencia algorítmica, evaluación de impacto, auditoría
continua, supervisión humana y capacitación federativa.

Como agenda propositiva, se recomienda: aprobar un marco legal in-
fraconstitucional que establezca estándares mínimos de documentación 
y explicabilidad; instituir evaluaciones de impacto para usos de alto riesgo; 
exigir supervisión humana significativa en decisiones sensibles; estanda-
rizar trazas de auditoría y logs; reforzar cláusulas de auditabilidad y de ac-
ceso para el control externo en las contrataciones; y consolidar programas 
de formación continua para servidores, gestores y operadores del derecho. 
Estas medidas equilibran eficiencia y garantías, reconectando la innova-
ción tecnológica con la legalidad, la motivación y la accountability demo-
cráticas.

Por último, se reconocen limitaciones y caminos para futuras investi-
gaciones: estudios de impacto distributivo y de sesgos en bases públicas 
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brasileñas; evaluaciones independientes de desempeño y robustez de los 
modelos; análisis comparado de arreglos regulatorios internacionales y su 
trasplantabilidad al contexto federativo; e investigación sobre el diseño 
institucional de una “autoridad” o función coordinadora para la gobernan-
za algorítmica en el sector público. En síntesis, la IA puede ser un vector 
de eficiencia e integridad —siempre que esté gobernada por reglas claras, 
instituciones capaces y un compromiso continuo con la protección de de-
rechos y con la transparencia ante la sociedad—.
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